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Sentenciado: María Aceneth Henao Bedoya
Delito: tráfico, fabricación y porte de estupefacientes
Decisión: Confirma no permiso de 72 horas 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

	Procesada:  
	María Aceneth Henao Bedoya 

	Delito:  
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

	Radicación No.:                      
	66001-01-00-000-2014-00092-01

	Asunto:
	Auto 2ª Instancia


            Magistrado Ponente:Manuel Yarzagaray Bandera
TEMA:


TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES / PERMISO DE 72 HORAS / REQUISITOS ARTÍCULO 147 DE LA LEY 65 DE 1993,/ NO PROCEDE PERMISO / NO HA DESCONTADO EL 70% DE LA PENA IMPUESTA / CONFIRMA / NIEGA SU CONCESIÓN
Para empezar, la Sala debe ser enfática en establecer que la Ley impone unas cargas a los sentenciados para acceder al permiso previsto en el artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario, entre ellos se tiene que el texto original de esa norma en el numeral 5º establecía como uno de los requisitos, “no estar condenado por delitos de competencia de la justicia especializada”; no obstante, el artículo 29 de la Ley 504 de 1999, la modificó dejándolo en: “Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados”. 

(…) 

Criterio que ratificó esa Alta Corporación en sentencia # C-708 de 2002, al considerar que si se ajustaba a la normativa constitucional el requisito establecido en el señalado  numeral 5º,  indicando para ello, que tal aspecto había sido analizado en anterior pronunciamiento, encontrando que este al igual que los restantes presupuestos del artículo 147 de la Ley 65 de 1993, no presentaba contradicción alguna con la normativa superior, refiriendo que si bien en dicha providencia no se había hecho expresa manifestación con relación al artículo 13 de la Carta Política, el mismo se encontraba incluido dentro del estudio realizado, por haber sido un análisis integral del articulado. 

(…)
Ahora bien, en cuento al tema de que imponerle a ella el cumplimiento de ese requisito constituye un desconocimiento del derecho a la igualdad, porque según lo informa, a uno de sus compañeros de causa se le concedió por otro juzgado de ejecución de penas ese beneficio administrativo sin exigirle el cumplimiento del 70% de la pena impuesta, es menester indicar que de acuerdo a la fecha en que se indica se dio tal situación, esto es 30 de diciembre de 2015, es viable considerar que en ese entonces aún era latente en este distrito judicial la idea de que tal requisito no estaba vigente, situación que con el paso del tiempo, como ya se vio, se fue zanjando para concluir que la misma sí está vigente y debe ser acatada, lo que ya de entrada genera una situación de diferenciación con la actual solicitud de la señora HENAO BEDOYA, pero además de ello, desconoce esta Corporación las razones expuestas por ese fallador para otorgarle a esa persona el beneficio reclamado, y las mismas tampoco fueron presentadas por la apelante, dejando de lado aquel deber que pesa sobre quien solicita la aplicación del derecho a la igualdad, de demostrar que efectivamente la decisión judicial respecto de la cual hace la comparación, contiene una situación idéntica a la suya. Finalmente es necesario señalar que la decisión de un juez no obliga a otro de igual jerarquía a que deba decidir en el mismo sentido aunque se trata de situación aparentemente similares, pues cada uno de ellos es autónomo y las únicas decisiones que eventualmente se le convierten de obligatoria aplicación son las proferidas por las Altas Cortes, aunque ocasionalmente y con la debida sustentación jurídica puede apartarse de las mismas.   

En ese orden de cosas, esta Colegiatura habrá de confirmar la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante auto del 19 de abril de 2018, por medio de la cual se le negó a la condenada petente el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del centro de reclusión. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
INTERLOCUTORIO DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira,   tres (03) de agosto de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 11:10 a.m. 
Aprobado Acta No. 644
	Radicación No.:                      
	66001-01-00-000-2014-00092-01

	Procedente:
	Juzgado tercero de Ejecución de Penas 

	Contra:  
	María Aceneth Henao Bedoya 

	Delito:  
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 


ASUNTO: 
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria por la procesada MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA en contra de la decisión adoptada el 19 de abril de 2018, por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en la que le negó el beneficio administrativo de 72 horas, solicitado para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.

ANTECEDENTES PROCESALES: 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, mediante providencia del 25 de septiembre del 2014, condenó a la señora MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA a la pena principal de 157 meses de prisión y multa de 7.417.25 s.m.l.m.v. para la época de los hechos, al declararlo responsable de la comisión del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes agravado en la modalidad de “transportar”, ya que en su poder se halló una sustancia pulverulenta que dio positivo para cocaína y sus derivados, la cual tenía un peso neto de 6 kilos y 80 gramos.
El 10 de abril del año que transcurre la Directora de la Reclusión de Mujeres INPEC de Pereira, remitió al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, con fecha de recibido del día 18 de ese mismo mes y año, oficio solicitando se le conceda a la condenada HENAO BEDOYA, el permiso administrativo hasta por 72 horas por fuera de ese establecimiento de reclusión, anexando para su estudio la documentación necesaria.
EL AUTO OPUGNADO:
Mediante interlocutorio del 19 de abril del año que transcurre, el señor Juez Tercero de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad local, negó el permiso implorado, arguyendo que de acuerdo a lo establecido en el art. 147 de la Ley 65 de 1993, uno de los requisitos objetivos para la concesión de ese permiso es que el condenado haya cumplido el 70% de la pena impuesta, lo cual en este caso no se da, toda vez que la señora HENAO BEDOYA está descontando una pena de 197 meses de prisión, teniendo en cuenta que le fueron acumuladas dos sentencias diferentes, una del año 2014 y otra del año 2015, amabas por el delito de tráfico fabricación o porte de estupefacientes proferidas por el mismos juzgado penal especializado, lo que implica que el 70% de la pena serían 137 meses y 21 días, y hasta la fecha  tan solo ha descontado 71 meses 20 días entre detención física y redenciones. 
Por otra parte, explicó el A quo que si bien es cierto en el pasado los Juzgados de Ejecución de Penas locales habían dejado de aplicar ese requisito por considerar que el mismo había perdido vigencia, lo cierto es que debieron volver a acatarlo, toda vez que en distintos pronunciamientos de las Altas Cortes, en especial en la sentencia de tutela # 69078 del 12 de septiembre de 2013 proferida por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

LA ALZADA:
Una vez notificado de la decisión, la Procesada hizo llegar al Despacho de primera instancia escrito interponiendo los recursos de reposición y en subsidio de apelación, argumentando para ello, básicamente, que negar el permiso administrativo por ella solicitado, viola el derecho a la igualdad toda vez que al señor Johan Andrés Cano Henao, quien fuera condenado junto con ella por los delitos de Concierto para delinquir y Tráfico de Estupefacientes, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira sí le concedió ese permiso mediante auto del 30 de diciembre de 2015, exigiéndole para ello tan solo el cumplimiento del 33% de la pena que le fuera impuesta, lo que implica que al requerirle a ella mayores exigencias para concederle tal beneficio se le están vulnerando sus derechos fundamentales, pues su solicitud debe estudiarse bajo los mismos parámetros que se analizó en la petición que en el año 2015 hiciera su compañero de causa. 
Así las cosas, solicitó que se revoque la decisión inicial y se le conceda el beneficio reclamado. 

DECISIÓN A LA REPOSICIÓN: 

Mediante auto del 8 de mayo de 2018, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local decidió no reponer su decisión reiterando las explicaciones que dio en su decisión inicial, respecto a que si bien es cierto que en el pasado se había dejado de aplicar ese requisito establecido en el numeral 5º del art. 147 del Código Penitenciario y Carcelario, actualmente se ha debido volver a su aplicación toda vez que ya las Altas Cortes dejaron claro que el mismo se encuentra vigente. 
Igualmente, explica que si su homólogo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas local, mantiene la posición de conceder a los condenados por los Jueces Penales del Circuito Especializados el permiso de 72 horas con tan solo el cumplimiento del 33% de la pena impuesta, ello es un criterio personal de ese fallador y no obliga a los demás jueces, en especial, cuando existen conceptos de mayor jerarquía que señalan que no se puede conceder ese beneficio si el condenado no ha cumplido el 70 % de la pena impuesta; por ende no se puede decir que se vulnera el derecho a la igualdad o cualquier otra garantía constitucional de la Procesada. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA: 
- Competencia.
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por la condenada MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA contra la decisión proferida el 19 de abril de 2018 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

- Problema jurídico:
El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no concederle a la condenada MARÍA ACENETH HENAO BEDOYA el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión en donde se encuentra recluida, a pesar de no tener descontado a la fecha el 70% de la pena de prisión que le fuera impuesta. 
- Solución: 

Para empezar, la Sala debe ser enfática en establecer que la Ley impone unas cargas a los sentenciados para acceder al permiso previsto en el artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario, entre ellos se tiene que el texto original de esa norma en el numeral 5º establecía como uno de los requisitos, “no estar condenado por delitos de competencia de la justicia especializada”; no obstante, el artículo 29 de la Ley 504 de 1999, la modificó dejándolo en: “Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados”. 
A pesar de que la norma en mención hace una diferenciación entre los condenados por la justicia penal ordinaria y aquellos que han sido condenados por los jueces penales especializados, imponiendo a estos últimos un requisito de tiempo mayor que a los primeros, a quienes se les concede el mencionado beneficio con solo haber descontado una tercera parte de la pena impuesta, la Corte Constitucional en su momento se pronunció al respecto en la sentencia C-392 de 2000 declarándola exequible al señalar:

“Las referidas normas, en su orden, se refieren al permiso por 72 horas que pueden obtener los condenados por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializado, cuando hayan descontado el 70% de la pena impuesta, así como a la circunstancia de que los condenados que se encuentren sindicados o condenados por hechos punibles cometidos durante el tiempo de reclusión no podrán gozar de los beneficios de establecimiento abierto.

No encuentra la Corte contradicción alguna entre las normas mencionadas y la Constitución. En tal virtud, serán declaradas exequibles. 

…Del análisis de dicho fallo se concluye que el estudio de la Ley 504 de 1999 se realizó frente a normas constitucionales, entre ellas el artículo 13 Superior, que es el fundamento del cargo que formula el actor en su demanda”. 

Criterio que ratificó esa Alta Corporación en sentencia # C-708 de 2002, al considerar que si se ajustaba a la normativa constitucional el requisito establecido en el señalado  numeral 5º,  indicando para ello, que tal aspecto había sido analizado en anterior pronunciamiento, encontrando que este al igual que los restantes presupuestos del artículo 147 de la Ley 65 de 1993, no presentaba contradicción alguna con la normativa superior, refiriendo que si bien en dicha providencia no se había hecho expresa manifestación con relación al artículo 13 de la Carta Política, el mismo se encontraba incluido dentro del estudio realizado, por haber sido un análisis integral del articulado. 
Ahora bien, como con la posterior entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, se generaron ciertos traumatismos frente a la aplicación de las normas que rigen la justicia penal especializada, lo que dio pie en su momento para pensar que normas tales como la contemplada en el numeral 5º del art. 147 de la Ley 65 de 1993, había perdido vigencia y que por ende a los condenados por la justicia especializada ya no se les debía exigir el cumplimiento del 70% de la pena impuesta para poder acceder al beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal, lo que llevó a que la verificación de ese requisito se convirtiera en algo prácticamente discrecional del juez de ejecución de penas, generando con ello un caos, puesto que en ciertos Distritos Judiciales se les concedía el permiso sin cumplir esa exigencia mientras que en otros se les negaba precisamente por no tener todavía ese tiempo descontando; situación que solo se vio esclarecida  cuando la Corte Constitucional se pronunció frente al tema indicando: 

 “...) aunque existe controversia en torno a la vigencia de la norma demandada, se constató que la Corte Suprema de Justicia en algunas sentencias de tutela ha entendido que la modificación introducida al artículo 147 numeral 5º del Código Penitenciario en virtud de lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999 mantiene su vigencia, comoquiera que el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007 amplió con carácter indefinido las normas incluidas en el capítulo IV Transitorio de la Ley 600 de 2000, es decir, las que regulan la justicia penal especializada. En atención a esta interpretación, la norma demandada continúa produciendo efectos lo que, en principio, habilita este Tribunal para pronunciarse sobre su constitucionalidad.”

Aunado a lo anterior, dicho requisito objetivo exigido por el legislador en tratándose de condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, tiene plena vigencia, dado que a las normas contenidas en el Capítulo IV Transitorio de La Ley 504 de 1999, que regulaban lo concerniente a la justicia especializada, se les confirió carácter indefinido mediante el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007.
Viendo el caso concreto a la luz de todo lo dicho hasta ahora, considera la Sala que no le asiste razón a la apelante en cuanto a sus reparos pues como se puede concluir de todo lo dicho, esa exigencia contenida en el numeral 5º del artículo 147 de la Ley 65 de 1993, se encuentra vigente y por ende al Juez de Ejecución de Penas no le queda otro camino que verificar su efectivo cumplimiento.

Ahora bien, en cuento al tema de que imponerle a ella el cumplimiento de ese requisito constituye un desconocimiento del derecho a la igualdad, porque según lo informa, a uno de sus compañeros de causa se le concedió por otro juzgado de ejecución de penas ese beneficio administrativo sin exigirle el cumplimiento del 70% de la pena impuesta, es menester indicar que de acuerdo a la fecha en que se indica se dio tal situación, esto es 30 de diciembre de 2015, es viable considerar que en ese entonces aún era latente en este distrito judicial la idea de que tal requisito no estaba vigente, situación que con el paso del tiempo, como ya se vio, se fue zanjando para concluir que la misma sí está vigente y debe ser acatada, lo que ya de entrada genera una situación de diferenciación con la actual solicitud de la señora HENAO BEDOYA, pero además de ello, desconoce esta Corporación las razones expuestas por ese fallador para otorgarle a esa persona el beneficio reclamado, y las mismas tampoco fueron presentadas por la apelante, dejando de lado aquel deber que pesa sobre quien solicita la aplicación del derecho a la igualdad, de demostrar que efectivamente la decisión judicial respecto de la cual hace la comparación, contiene una situación idéntica a la suya. Finalmente es necesario señalar que la decisión de un juez no obliga a otro de igual jerarquía a que deba decidir en el mismo sentido aunque se trata de situación aparentemente similares, pues cada uno de ellos es autónomo y las únicas decisiones que eventualmente se le convierten de obligatoria aplicación son las proferidas por las Altas Cortes, aunque ocasionalmente y con la debida sustentación jurídica puede apartarse de las mismas.   
En ese orden de cosas, esta Colegiatura habrá de confirmar la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante auto del 19 de abril de 2018, por medio de la cual se le negó a la condenada petente el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del centro de reclusión. 
Por el merito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira,
RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 19 de abril de 2018 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual se le negó el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal a la condenada MARÍA ACENETH HANO BEDOYA.
SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BADERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia C-387 de 2015, M. P. Dra. María Victoria Calle Correa.
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